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SALA CIVIL – FAMILIA





Magistrado Ponente:



                Fernán Camilo Valencia López

   Pereira, tres de diciembre de dos mil nueve
   Acta  Nº 639.
Procede la Sala a resolver la impugnación que Asmet Salud EPS.S. interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia el 22 de octubre pasado, en esta acción de tutela promovida en contra suya, del Hospital San Jorge y de la Secretaría de Salud Departamental por María Olga Ocampo Orozco, con el fin de amparar sus derechos constitucionales fundamentales. 
                  ANTECEDENTES

Se explicó en la demanda que a la accionante en 2007 le fue instalada una válvula mecánica en el corazón; que inicialmente tenía controles con el cardiólogo cada quince días o un mes, y luego cada tres meses; que la última vez que la examinó ese especialista fue el 21 de abril de 2009 por urgencias; que ha acudido al Hospital San Jorge “con el fin de que me den la cita para el cardiólogo y dicen siempre que allá no hay, que solamente está el de urgencias y solamente me dieron cita con el médico internista el día 5 de septiembre de 2009, me cambió el método de tomarme la warfarina, pero desde ahí vengo muy mal porque me asficcio (sic) con frecuencia”; que en vista de su delicado estado de salud sus amigos y vecinos le pagaron una cita con el cardiólogo Juan Mauricio Cárdenas, que fue uno de los profesionales que la operó del corazón, el que dispuso que necesitaba de manera urgente un ‘ecocardiograma transtoracico modo m bidimensional, doppler, hollter EKG, RX de tórax” y los medicamentos ‘losartan 50 mg, forosemida, trazodone, comadin’ y algunos exámenes de laboratorio” y otras medicinas que Asmet Salud no autoriza. En consecuencia, solicita que se ordene a las demandadas la autorización de los exámenes diagnósticos, de laboratorio y medicamentos prescritos por el médico que la valoró y el tratamiento que sea necesario para la recuperación de su salud.

La demanda se admitió por auto de 8 de octubre pasado en la que se dispuso correr traslado a las accionadas y como medida provisional se ordenó a la EPS.S. que “en el término de dos días siguientes al recibo de la notificación, la accionante sea examinada por el médico cardiólogo a fin de que determine si debe homologar o no las órdenes de medicamentos y exámenes sugeridas por el cardiólogo”.
Asmet Salud EPS.S. se defendió según el argumento de que el médico que prescribió los procedimientos no se encuentra adscrito a la entidad, por lo que pidió denegar las súplicas de la demanda. La entidad territorial alegó que la EPS.S. “a la cual se encuentre afiliada la Señora (sic) MARIA OLGA OCAMPO OROZCO, está en la obligación de suministrarle todo lo relacionado con el TRATAMIENTO, PROCESO CLÍNICO VALORACIÓN POR ESPECIALISTA EN CARDIOLOGÍA-TRATAMIENTO POSTERIOR,  en este caso la entidad EPSS ASMET SALUD”. Por último, el Hospital Universitario San Jorge, adujo de igual manera que en vista de que los medicamentos y procedimientos habían sido prescritos por médico particular no le incumbía su prestación, y que como la demandante ostenta la calidad de afiliada a Asmet Salud, es a dicha entidad a la que “corresponde autorizar los exámenes requeridos y demás tratamientos que le sean ordenados por su médico tratante”.
Mediante la sentencia recurrida, el a-quo luego de precisar el carácter de fundamental que de por sí le ha reconocido la jurisprudencia constitucional al derecho a la salud, estimó que efectivamente el mismo se le vulneraba a la parte actora de una manera grave, y si bien es cierto no procedía ordenar los medicamentos pedido en el libelo por haber sido prescritos por médico particular, en procura de los intereses superiores que están en juego, según lo dedujo del material probatorio con que contaba en el expediente, se imponía la intervención del juez constitucional y en ese sentido dispuso: 

“DENEGAR la presente acción de tutela respecto a la autorización de los exámenes de diagnóstico, de laboratorio y medicamentos que le prescribió el cardiólogo Juan Mauricio Cárdenas a la accionante.

“SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental a la salud de la señora MARIA OLGA OCAMPO OROZCO, convirtiendo en definitiva la medida provisional.
Consecuentemente, se ordena a la EPS-S ASMET SALUD que dentro del término máximo de 24 horas realice la valoración con especialista cardiólogo a la señor Ocampo, profesional que deberá indicar en forma expresa si procede o no homologar las órdenes impartidas por el médico particular sobre exámenes y medicamentos, además deben concederse los controles con el médico cardiólogo, los que deberán continuar de manera periódica según lo prescriba el especialista. Se otorga además el derecho al tratamiento integral posterior que se necesite como resultado de las valoraciones y los controles, y que estén relacionados con la enfermedad que padece la tutelante.” 
           Para resolver, SE CONSIDERA:
En este caso para impugnar la sentencia, la interesada alegó no corresponderle la prestación de los servicios pedidos por no estar incluidos en el POS-S; no estar de acuerdo con la orden del tratamiento integral porque aquella incluye servicios de salud no contenidos en el citado Plan Obligatorio de Salud y una protección de hechos futuros e inciertos “porque en estos eventos no se concreta o no existe una violación de derechos fundamentales ciertos y reales”, por tanto, dijo además tener derecho a repetir en contra del Fosyga por los procedimientos y medicamentos que se le ordenen y que legalmente no le corresponda prestar. En consecuencia, pidió de manera principal que se “revoque el fallo proferido y en su lugar en amparo de los derechos fundamentales de la accionante se ordene a la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD DE RISARALDA que proceda a expedir las órdenes de apoyo de acuerdo a lo dispuesto por el médico tratante” o en subsidio que se declare que “no  está obligada a brindarle el tratamiento integral por tratarse de hechos futuros e inciertos y que por tanto… tiene derecho a adelantar el respectivo recobro ante el ente territorial o FOSYGA del 100%”.
Aquí bien vista la situación se tiene que el juez a-quo valoró como lo ha dicho la Corte Constitucional en reiteradas oportunidades que no es válido “para efectos de obligar a una E.P.S. o A.R.S., la orden médica expedida por un médico particular no vinculado a la misma” 
 .  No obstante, al vislumbrar que la EPS-S sí había incurrido en una omisión grave e injustificada que ponía en peligro la salud e incluso la vida de la parte actora, decidió el asunto de la manera que se anunció.

Y en verdad comparte la Sala el sentido de la decisión pues nótese que la EPS.S. en sus argumentaciones nunca dijo haber estado presta a garantizar los servicios médicos requeridos por la señora Ocampo Orozco, al contrario, hasta el último momento pretendió evadir su responsabilidad según el argumento de que los requeridos no eran procedimientos o servicios incluidos en el POS. Además, debe agregarse a las precisiones del Juez a-quo que el acuerdo 306 de 2005 “por medio del cual se define el Plan Obligatorio de Salud del Régimen Subsidiado” en su artículo 3 dispone:
“Atenciones de Alto Costo: Garantiza la atención en salud a todos los afiliados en los siguientes casos:

3.1. Casos de pacientes con diagnóstico de enfermedades cardiacas, de aorta torácica y abdominal, vena cava, vasos pulmonares y renales, de cualquier etiología y en cualquier grupo de edad que requieran atención quirúrgica, incluyendo actividades y procedimientos de Cardiología y Hemodinamia para diagnóstico, control y tratamiento en los casos que se requieran, así como la atención hospitalaria de los casos de infarto agudo de miocardio. 

La cobertura se establece a partir de la prescripción del procedimiento por parte del especialista e incluye:

“En la fase preoperatoria, las actividades, procedimientos e intervenciones de complementación diagnóstica necesarias para la determinación de riesgos quirúrgicos y/o anestésicos.

“En la fase postoperatoria, el manejo ambulatorio y hospitalario por parte de la especialidad tratante de las complicaciones del procedimiento y de las complicaciones anestésicas por el anestesiólogo, y termina cuando el paciente es dado de alta para el evento quirúrgico respectivo.

Igualmente están cubiertas”

(…)

 “Las actividades, intervenciones y procedimientos de medicina física y rehabilitación cardiaca para los casos quirúrgicos contemplados.
En este caso, no admite discusión que la EPS-S está en la obligación legal de suministrar  todos los servicios que requiera la accionante para el tratamiento de su enfermedad cardiaca, y por tanto, la orden impartida por el señor Juez Tercero de Familia por encontrarse ajustada a derecho y procurar por el bienestar de la accionada, debe confirmarse. 
A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil – Familia, CONFIRMA la sentencia dictada en este asunto de fecha y procedencia anotadas.

Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,




Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos



 Gonzalo Flórez Moreno
� Cfr., sentencias T-975 de 2007. M.P. Doctor: Nilson Pinilla Pinilla y T-1264 de 2000 M.P. Doctor: Alejandro Martínez Caballero.
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